RESPUESTA DE URUGUAY A CUESTIONARIO DE LA RELATORA ESPECIAL PARA EL DERECHO HUMANO AL AGUA POTABLE Y EL SANEAMIENTO, SRA. CATARINA DE ALBUQUERQUE.

1) Medidas en respuesta a las crisis financiera y económica

En lo que respecta a las preguntas 1 a 5, corresponde señalar que el Estado uruguayo no se encuentra actualmente padeciendo una crisis económica y/o financiera que pudiera haber determinado impacto negativo en el goce de los derechos humanos al agua y saneamiento.

El país en la última década ha transitado un escenario de continuo crecimiento económico con distribución de la riqueza entre su población. 

La última gran crisis sufrida por el país tuvo lugar en el año 2002, habiéndose producido una recuperación sostenida desde dicha fecha hasta la actualidad.

Se entiende aventurado presentar una respuesta partiendo de la hipótesis planteada en el cuestionario. Sin embargo, cabe señalar que el Estado uruguayo ha llegado a un grado tal de madurez institucional que permite sostener que en caso de la existencia de una crisis, los derechos humanos al agua potable y saneamiento no se verían afectados. Por el contrario, se continuarían garantizando los servicios. Es preocupación constante del Gobierno uruguayo llegar con sus servicios en el menor tiempo posible a la mayor cantidad de centros poblados, no importando la cantidad de habitantes ni su condición socio-económica.

Por otra parte, se considera pertinente señalar, a través de las evidencias que se presentan a continuación, cual ha sido la evolución estatal en la materia desde 2002 a la fecha en materia de agua y saneamiento.

La modificación del articulo 47 de la Constitución de la República en el año 2004 dio lugar a una nueva definición de la Política Nacional de Aguas, puntualizando sus fundamentos principales y declarando que “el agua es un recurso natural esencial para la vida” y que “el acceso al agua potable y el acceso al saneamiento constituyen derechos humanos fundamentales”.
Resulta menester señalar que a lo largo de la década pasada, no se han llevado a cabo recortes en los presupuestos, por el contrario, han aumentado las inversiones en infraestructura y se ha producido un aumento del gasto social. Se adjunta cuadro relativo a evolución de las inversiones de Obras Sanitarias del Estado (OSE) desde el año 2004 al 2012.
Cabe consignar que se han producido cambios en la gestión de los servicios públicos relacionados con la temática agua potable y saneamiento, desde la creación de nuevos ámbitos institucionales así como también la consolidación de las ya existentes.

Como primer paso en lo que respecta a creación de institucionalidades, por medio de la Ley 17.930 del Presupuesto Nacional para el período 2005 – 2009, promulgada el 19 de diciembre de 2005, se dispuso que el Ministerio de Vivienda Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente debía proponer al Poder Ejecutivo “la formulación de las políticas nacionales de agua y saneamiento” (Art. 327º) y se creó a esos efectos, en la organización de dicho Ministerio, la Dirección de Aguas y Saneamiento -DINASA-, actualmente Dirección Nacional de Aguas -DINAGUA- (Art. Nº 328) posteriormente derogado, en la redacción dada por el Art. Nº 84 de la Ley Nº 18.046 del 24 de octubre de 2006.

Esta Ley atribuyó, en particular, las facultades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en lo relativo a los servicios de agua potable y saneamiento.

El siguiente paso, que fue dado para continuar consolidando la nueva Política Nacional de Agua, fue transferir del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente las competencias y cometidos en todo lo relativo a la administración, uso y control de los recursos hídricos, con excepción de las cuestiones relativas a la navegabilidad de los cursos de agua con el objetivo de cumplir con las necesidades del transporte fluvial y marítimo, la realización y vigilancia de obras hidráulicas, marítimas y fluviales, así como la administración y la delimitación de álveos.

Esta transferencia fue dispuesta en el Art. Nº 251 de la Ley Nº 18.172 de Rendición de Cuentas del Ejercicio 2006, promulgada el 31 de agosto de 2007, en la redacción dada por el Art. Nº 397 de la Ley Nº 18.362 del 6 de octubre de 2008, y reglamentada posteriormente a través del Decreto del PE Nº 75/2010 del 24 de febrero de 2010. El Ministerio de Vivienda, ordenamiento Territorial y Medio Ambiente gestiona la administración, uso y control de los recursos hídricos en un todo de acuerdo a lo establecido en el Código de Aguas (Decreto-Ley 14.859) y en la Ley Nº 16.858 de Riego con Destino Agrario, en estrecha coordinación con el Ministerio de Ganadería Agricultura y Pesca -MGAP- y vigilando el cumplimiento de la normativa ambiental.

Simultáneamente a estos procesos, una gran avance fue consolidado con la promulgación de la Ley Nº 18.610, el 2 de octubre de 2009, en la cual quedaron establecidos los principios rectores de la actual Política Nacional de Aguas, dando cumplimiento al correspondiente inciso del Art. Nº 47 de la Constitución de la República.

Mediante esta Ley: 1) se interpreta lo establecido en el mencionado artículo acerca del dominio de las aguas, considerando la integridad del ciclo hidrológico, 


2) se destaca que la Política Nacional de Aguas comprende la gestión de los recursos hídricos, así como los servicios y usos vinculados al agua,


3) se dispone que corresponde al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente proponer al Poder Ejecutivo la Política Nacional de Aguas,


4) se detallan los principios que deberá cumplir la Política Nacional de Aguas,


5) se constituyen los instrumentos de la Política Nacional de Aguas,


6) se profundiza en la necesidad de implementar el instrumento de la planificación en la gestión integrada y sustentable de los recursos hídricos, por cuenca hidrográfica y por acuífero, y en el servicio de agua potable y saneamiento a la población, definiendo los objetivos de la Política al respecto y considerando los aspectos a tener en cuenta en su definición,


7) se puntualiza que la gestión de los recursos hídricos contemplará la variabilidad climática y los eventos extremos con la finalidad de mitigar los impactos negativos, en especial sobre las poblaciones,


8) se enfatiza el derecho de los usuarios del agua y de la sociedad civil a participar en la formulación, implementación y evaluación de los planes y políticas que se establezcan,


9) se establece la necesidad de integrar la información relacionada a los recursos hídricos en un sistema nacional de información hídrica, para facilitar la toma de decisiones en relación a la gestión y al control,

10) se crea la figura del Consejo Nacional de Agua, Ambiente y Territorio, en el ámbito del Ministerio de Vivienda, ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en atención a lo expresado en el Art. Nº 47 de la Constitución de la República, respecto al agua, ambiente y territorio y a su gestión sustentable por cuencas e integrada en el ciclo hidrológico, estableciendo su integración y sus competencias,

11) En el año 2012 quedaron constituidos por Decretos del Poder Ejecutivo: el Consejo Regional del Río de la Plata y su Frente Marítimo, el Consejo Regional del Río Uruguay y el Consejo Regional de la Laguna Merín. (Decretos 262/2011, 263/2011 y 264/2011). Se trata de órganos asesores a la Autoridad de Aguas integrados en forma tripartita y equitativa por delegados del gobierno, usuarios y la sociedad civil. En todos los casos son presididos por el Director Nacional de Aguas  del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.

Entre sus competencias figuran: a) Formular el Plan Regional de Recursos Hídricos, b)  acompañar la ejecución de los Planes de Recursos Hídricos adoptando las decisiones necesarias para el cumplimiento de sus metas, c) Vincular al Poder Ejecutivo con los demás actores involucrados en la formulación y ejecución de planes y demás instrumentos de la Política Nacional de Aguas, d) Promover y coordinar la conformación de Comisiones de Cuenca y Acuíferos, brindándoles apoyo a través de su Secretaría Técnica, e) Asesorar y apoyar en la gestión de la Autoridad de Aguas, f) Formular directrices para los Planes Locales de Recursos Hídricos, g) Propiciar el fortalecimiento y el ejercicio efectivo del Derecho de Participación ciudadana reconocido en el Capítulo VI de la Ley de Política Nacional de Aguas (Ley 18.610), h) articular acciones con actores implicados en abastecimiento de agua potable, inundaciones y drenaje, pesca, transporte fluvial, aprovechamiento hidroeléctrico, uso del suelo, medio ambiente, hidrología, meteorología, entre otros, j) Cuando le sea requerido, asesorar sobre proyectos de aprovechamiento de recursos hídricos, procurando su sustentabilidad y eficiencia.

A su vez, existe la Comisión Asesora de Agua y Saneamiento (COASAS) que funciona en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y tiene por objetivo incorporar las distintas visiones a las políticas del sector. A su vez, está integrada, a tales efectos, por delegados de organismos públicos y privados, representantes de la sociedad civil y usuarios.

Adicionalmente, se creó la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), que es la entidad responsable de la regulación en materia de calidad, seguridad, defensa del consumidor y posterior fiscalización de las siguientes actividades: servicio de Agua Potable a terceros a través de redes, producción de Agua Potable para su posterior distribución, servicio de saneamiento (recolección de aguas servidas, evacuación y tratamiento de las mismas).

2) Monitoreo del cumplimiento de los Derechos Humanos

Con relación a las preguntas 6 a 9 cabe señalar, en relación al porcentaje actual de cobertura en materia de agua potable a nivel nacional, que Obras Sanitarias del Estado  (OSE) tiene a su cargo el abastecimiento de agua potable en todo el territorio nacional. El servicio atiende alrededor de 2.996.750 habitantes a través de 756.282 conexiones, lo que significa una cobertura de la población nucleada de más del 98%.

En materia de saneamiento, los datos disponibles a Julio de 2012 son los siguientes:

Se operan cerca de 200 servicios, de los cuales 36 corresponden a localidades de más de 10.000 habitantes. 

El número de conexiones es del orden de 263.000. 

La cobertura global de saneamiento colectivo de la población nucleada en centros urbanos en el interior del país es del orden del 38%. 

En la capital del país el saneamiento corresponde a la Intendencia de Montevideo, siendo la cobertura actual de 91, 92% aproximadamente. Se adjunta cuadro ilustrativo relativo a cobertura en materia de agua y saneamiento.
Específicamente en el caso del acceso por parte de grupos marginados, principalmente el sector de la población que reside en asentamientos irregulares se adjunta informe realizado por el Programa de Mejoramiento de Barrios del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a partir de los datos del Censo realizado por el Instituto Nacional de Estadística en el año 2011. 

Con referencia a la pregunta 10 relativa a cómo se ha garantizado la participación ciudadana en los procesos de toma de decisiones, resulta pertinente señalar la existencia de los ya mencionados Consejos Regionales de Recursos Hídricos y las Comisiones de Cuenca.
Asimismo, a través de la ley 18.567 de 2 de setiembre de 2009, se determina un nuevo régimen para la descentralización en materia departamental y local y participación ciudadana.  

En virtud de lo preceptuado por los artículos 262, 287 y disposición transitoria Y) de la Constitución de la República, habrá una autoridad local que se denominará Municipio, configurando un tercer nivel de Gobierno y de Administración.

Este tercer nivel de Gobierno y Administración tiene entre sus cometidos y/o facultades la gestión de barométricas en lugares que carecen de saneamiento, así como también la limpieza del alcantarillado de la vía pública.

3) Sostenibilidad

La sostenibilidad  de  los  actuales servicios de agua y saneamiento se logra con la estructura de operación existente y con el equilibrio financiero de la Administración de Obras Sanitarias del Estado.

La ampliación de los servicios se realiza mediante las inversiones en infraestructuras necesarias para mantener y ampliar los servicios tanto de agua potable como de saneamiento. 

Dichas inversiones se planifican quinquenalmente, y anualmente se diseñan Planes de Acción que incluyen las obras a ejecutar cada año.

Todas las inversiones se solventan con el ingreso por tarifa, OSE no recibe ningún tipo de subsidio externo, con dichos ingresos la empresa enfrenta los costos de operación y mantenimiento así como las inversiones que debe realizar. Las inversiones se realizan con fondos propios y con financiamiento externo. El ingreso por cobro de tarifa  cubre los costos operativos, los fondos propios y los servicios de deuda.

OSE es una empresa pública que se autofinancia como resultado de una gestión responsable, y de la cultura de pago de sus clientes, que data de muchos años. 

·  La facturación se realiza por consumo medido (leído) en un 96% aproximadamente de los servicios. 

· La factura media de OSE representa un bajo porcentaje de los ingresos de los hogares. 

· Las tarifas se clasifican por tipo de servicio (agua potable y saneamiento) y tiene una estructura binómica compuesta por Cargo Fijo y Cargo Variable. 

· El Cargo Variable de agua potable se factura bloques de consumo con precios crecientes establecidos en el pliego tarifario, teniendo en cuenta la ubicación geográfica del servicio y el tipo de tarifa (residencial, comercial y industrial). La tarifa oficial posee un régimen diferencial con un precio único por m3. 

· El Cargo Variable de saneamiento se factura como un porcentaje sobre el cargo variable del servicio de agua potable

· Se cobra por única vez un costo por conectarse a los servicios de agua potable y saneamiento. Existen distintos tipos de facturas: residencial, comercial. Industrial, oficial, social y rural. (estas últimas subsidiadas)
· OSE se compone como un conjunto de sistemas de abastecimiento de servicios, con una definición tarifaria única a nivel nacional. La coexistencia en una misma empresa de sistemas con economía de escala (mayor densidad de conexiones por metro de red, mejor aprovechamiento de la capacidad instalada); con aquellos que por sus características físicas no son rentables, permite la transferencia de subsidios cruzados entre distintas áreas geográficas del país. Esto garantiza el acceso en todo el país a los servicios de agua potable y saneamiento, con un mismo nivel de calidad de servicio y con subsidios tarifarios (ej.: tarifa social, rural, jubilados y refugios, asentamientos).

· Se dispone de una Tarifa Social hasta 15 m3/mes de consumo por vivienda, destinada a los servicios de hogares socioeconómicamente vulnerables identificados por DI.NA.VI. (Dirección Nacional de Vivienda del Ministerio de Vivienda, ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) y a beneficiarios del MI.DE.S. (Ministerio de Desarrollo Social):  $ 70.92 por Cargo Variable y Fijo de agua potable por vivienda, y $ 113,48 por Cargo Variable y Fijo de agua potable y saneamiento por vivienda.

· A su vez existe una Tarifa Rural hasta 15 m3/mes de consumo por vivienda ($ 59 por Cargo Variable y Fijo de agua potable por vivienda rural), aplicable a poblados del medio rural disperso que se incluyen en el PPLER (Programa de abastecimiento a Pequeñas Localidades y Escuelas Rurales). Esto abarca a aproximadamente  a unas 6000 viviendas que se prevé quedarán conectadas a fines de  2014. 

Los Programas de regularización de agua potable en asentamientos y de abastecimiento de agua potable a pequeñas localidades y escuelas rurales, representan dos ejemplos de ampliación de servicios de agua potable a comunidades vulnerables o marginadas.

A su vez el Plan Nacional de Conexiones al Saneamiento y la aplicación de la Ley 18840  permitirán conectar un total de 5000 viviendas cuyo frente de vivienda posee red de alcantarillado, dicho programa se está ejecutando en conjunto con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente.

Programa de abastecimiento de agua potable a las pequeñas localidades y escuelas Rurales:

Tiene como alcance  implementar el abastecimiento de agua potable a 355 escuelas y poblados rurales a fines del 2014. El costo estimado del Programa es de U$S 12:200.000 de los cuales 6:100.000 corresponden a un préstamo no reembolsable  otorgado por el Gobierno de España a través de la AECID y 6:100.000 corresponden a fondos propios de OSE. A la fecha se llevan implementadas 153 soluciones de agua potable en Escuelas y Poblados Rurales de todo el país. Lo que equivale a 2714 escolares y 2800 viviendas abastecidas.

Plan de regularización del servicio de agua potable en asentamientos:

Dentro de este plan se prevén las construcciones de redes de agua potable, conexiones, colocación de medidores, firma de contratos y actualización de datos en conexiones existentes. 

En lo que respecta a mecanismos existentes para asegurar que la infraestructura de agua y saneamiento opere y mantenga los servicios adecuadamente, concurren mecanismos de control internos a Obras Sanitarias del estado (cumplimiento de normas vigentes, etc.) y mecanismos de contralor externos como la ya mencionada Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (organismo de regulación y control)

Finalmente, en relación a las inversiones de capital y los mecanismos para la realización de las mismas, se realizan mediante el cobro de la tarifa, y mediante subsidios cruzados. 

En 2012 se firmaron préstamos internacionales con contrapartida local por un monto de U$244 millones con BID, BIRF y CAF para inversiones en infraestructura de agua y saneamiento, mejora de procesos,  gestión y planificación, gestión de agua y energía eficiente, administración del conocimiento y del proyecto, etc.

Con relación a capacitación y formación de recursos humanos, Obras Sanitarias del Estado capacita permanentemente a sus funcionarios, para lo cual cuenta con una Área de Capacitación en la órbita del Departamento de Capital Humano. 

Al respecto, están previstas en el Plan Estratégico 2013 las siguientes acciones: Plan de Concursos externos e internos y un  Plan de Fortalecimiento de la Capacitación cuyo alcance es: Acondicionamiento de Centro de Capacitación,  definición de los diferentes planes de Gestión del Conocimiento a partir del mismo (operativa, mandos medios y gerencial). Implementación de la formación. Desarrollo continuo del proceso de inducción. Programa de transferencia de conocimientos.

